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I. Introducción

E n marzo 2026 la presidenta de la República envió 
a Cámara de Diputados una propuesta de reforma 
constitucional electoral con la solemnidad de quien 

entrega un plano arquitectónico para un edificio cuya de-
molición ya estaba programada. Llegó con el lenguaje 
de la transformación y la anatomía del trámite, blindada 
de adjetivos (histórica, transformadora, incluyente), pero 
desnuda de los consensos que toda reforma constitucio-
nal exige para sobrevivir al primer round parlamentario. 

Más allá de la polarización política que generó la ini-
ciativa y de la lógica de ganancia-pérdida que dominó 
la discusión pública, lo cierto es que la propuesta tenía 
temas relevantes y que demandan una reforma elec-
toral. De hecho, estamos de acuerdo en que debe de 
existir una modernización del sistema electoral. Coin-
cidimos en algunos temas con la ciudadanía que con-
testó la encuesta de enkoll que piensa que se requiere 
dicha reforma. 

Esta encuesta nacional (W Radio, enkoll y El País, 2026) 
fue publicada el 4 de marzo de 2026, denominada “Eva-
luación Presidencial de Claudia Sheinbaum”, donde se 
preguntó, entre otros temas, la opinión sobre la pro-
puesta de la reforma electoral de la Presidencia mexi-
cana, a la cual más del 80% contestó que está de acuerdo 
con dicha reforma electoral.2 Esto es, ocho de cada 10 
personas apoyan la propuesta de reforma electoral.

Los datos muestran un respaldo abrumador a los ejes 
centrales de la reforma. Por ejemplo, el 87% de las per-
sonas encuestadas está de acuerdo o muy de acuerdo 
con reforzar la supervisión del dinero utilizado en las 
campañas; el 85% coincide en reducir los sueldos y 

bonos de los altos funcionarios del INE; y el 83% res-
palda modificar las diputaciones y senadurías plurinomi-
nales para que todos los cargos se elijan directamente 
por voto ciudadano. Asimismo, el 82% avala reducir el 
financiamiento público destinado a partidos políticos y 
autoridades electorales; el 81% se pronuncia a favor de 
eliminar la reelección en todos los cargos de elección 
popular; y el 80% considera necesario prohibir el nepo-
tismo, es decir, impedir que familiares ocupen cargos 
dejados por un funcionario electo.

Estos ejemplos, lejos de constituir una simple enume-
ración de porcentajes, revelan y reflejan un patrón con-
sistente que se refiere a una ciudadanía que exige un 
rediseño profundo del sistema político‑electoral, orien-
tado a la austeridad, la vigilancia efectiva del poder y 
la eliminación de privilegios institucionales que históri-
camente han erosionado la confianza pública. Pero este 
consenso social, amplio y transversal, también expone 
una paradoja, mientras se quiera avanzar hacia un 
modelo electoral más austero y democrático, persiste 
una omisión legislativa que no puede seguir normali-
zándose. La falta de reconocimiento de los derechos 
políticos indígenas.

Se coincide en que una reforma político‑electoral es nece-
saria. No obstante, su urgencia no radica únicamente en 
corregir excesos administrativos, ni en ajustar mecanis-
mos de representación, sino en atender una deuda cons-
titucional histórica que permanece intacta. A pesar de 
que los pueblos indígenas están reconocidos como suje-
tos de derecho público en el artículo 2º constitucional, 
sus derechos políticos como la participación, represen-
tación, autogobierno, sistemas normativos, jurisdicción 
propia siguen sin ser plenamente incorporados al diseño 
institucional del país. Esta ausencia no es menor. Todo 
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lo contrario, constituye el límite más evidente de cual-
quier reforma que aspire a llamarse democrática. En este 
marco, lo más relevante de esta opinión es identificar 
cómo se quería reconfigurar, reducir o simular las rela-
ciones de poder entre el Estado y los pueblos indígenas 
con la propuesta de reforma electoral que fue enterrada 
el pasado 11 de marzo del año en curso. 

II. Narrativa de la gubernamentalidad indígena

Recordemos que estos dos últimos gobiernos federa-
les establecieron en la agenda política una narrativa 
gubernamental que se instauró desde el 2018, relativa 
a mencionar “primero los pobres, primero los pueblos 
indígenas”. Esta etiqueta para muchos pueblos indígenas 
significaba darle un giro de visión de país, una evolución 
hacia un Estado democrático, incluyente y respetuoso 
de la interculturalidad, la pluriculturalidad, el pluralismo 
jurídico y la libredeterminación. Sin embargo, más que 
inaugurar un nuevo paradigma, esta consigna ha estado 
operando como un dispositivo retórico que permitió reor-
denar la relación del Estado con los pueblos indígenas sin 
alterar las lógicas históricas de tutela, centralización y 
administración de la diferencia.

Un ejemplo de la llamada temprana transformación indí-
gena fue el cambio de la Comisión Nacional para el Desa-
rrollo de los Pueblos Indígenas a un nuevo organismo 
indígena, mejor conocido como Instituto Nacional de los 
Pueblos Indígenas (INPI). Un cambio que supuestamente 
fue presentado como una refundación institucional acorde 
con el reconocimiento de los derechos de las personas, 
comunidades y pueblos indígenas. Sin embargo, lo que 
sucedió fue una operación que reproduce un patrón clá-
sico de asimilación o de integración, debido a que el 
Estado sigue redefiniendo unilateralmente el marco ins-
titucional que supuestamente debe garantizar la auto-
nomía indígena, sin someterse a procesos de consulta 
vinculante ni a mecanismos de deliberación comunitaria.

Otro ejemplo fue la creación del Consejo Nacional de 
Pueblos Indígenas (CNPI), que profundizó esta paradoja. 
El Consejo fue anunciado como la instancia representa-
tiva de los 70 pueblos indígenas y del pueblo afromexi-
cano, pero su integración respondió a un proceso de 
designación vertical desde el propio INPI. En lugar de 
constituirse como un órgano emanado de los sistemas 

normativos, las asambleas y las formas propias de repre-
sentación de los pueblos, el CNPI terminó funcionando 
como una arquitectura de legitimación estatal, como un 
“órgano representativo” sin representación, un puente 
institucional construido desde arriba para simular la voz 
de quienes no fueron convocados a elegirla.

Esta tensión revela un problema estructural, el Estado 
reconoce discursivamente la libredeterminación, pero la 
administra; enuncia el pluralismo jurídico, pero lo subor-
dina; invoca la interculturalidad, pero la instrumentaliza 
como un recurso político. Esto es, la narrativa de “primero 
los pueblos indígenas” no sólo encubre la persistencia de 
un modelo asimilacionista-integracionista, sino que pro-
duce una nueva forma de gubernamentalidad indígena, 
más sofisticada, más simbólica y, por lo mismo, más 
difícil de confrontar.

III. Derechos políticos indígenas reducidos a 
simples Acciones Afirmativas: la simulación 
de la Propuesta de Reforma Electoral 2026

La iniciativa de reforma constitucional en materia electo-
ral, presentada el 4 de marzo de 2026 por la Presidencia 
de la República ante la Cámara de Diputados, fue discu-
tida en Comisiones el 10 de marzo y votada en el Pleno 
de la Cámara de Diputados el 11 de marzo del mismo 
año, sin alcanzar una votación de mayoría calificada. 

Esta propuesta de reforma electoral pretendía constitu-
cionalizar las acciones afirmativas, en lugar de reconocer 
los derechos políticos electorales de las comunidades y 
pueblos indígenas. Esto es lo que planteaba dicha inicia-
tiva constitucional:

En la selección y postulación de candidaturas a cargos 
de elección popular, los partidos políticos y autoridades 
electorales garantizarán acciones afirmativas a favor de 
las personas, pueblos y comunidades indígenas y afro-
mexicanos así como de grupos históricamente subrepre-
sentados (Cámara de Diputados, 2026, p. 116).

Frente a esta propuesta no se hizo esperar la gran indig-
nación que provocó este concepto jurídico en las per-
sonas, comunidades y pueblos indígenas. Fue un golpe 
violento, institucional y estructural, que no nació ayer 
ni se agotará mañana. Lo cierto es que esta iniciativa 
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lo único que evidenció fue que los pueblos indígenas 
siguen siendo reducidos, una y otra vez, a folklor elec-
toral. El reconocimiento de derechos políticos indígenas 
no se apaciguan con acciones afirmativas diseñadas en 
un escritorio, simulando una representación política. Los 
pueblos indígenas exigen un reconocimiento real, no 
tutelaje disfrazado de inclusión.

Además, buscar constitucionalizar las acciones afirmati-
vas en lugar de reconocer derechos políticos indígenas 
es un error jurídico de primer orden. En primer lugar, 
porque se confunde la naturaleza legal de las acciones 
afirmativas con la de los derechos sustantivos. Asi-
mismo, esta iniciativa reproduce una lógica integra-
cionista y, sobre todo, una racionalidad colonialista del 
Estado mexicano frente a los pueblos indígenas, a pesar 
de que en el 2024 se les reconoció constitucionalmente 
como sujetos de derecho público. En tercer lugar, este 
concepto jurídico desobedece los estándares internacio-
nales en materia de autodeterminación y consulta con 
consentimiento, libre, previa e informada, que ya son 
derechos constitucionales. Y en último lugar, esta pro-
puesta genera la venta de espejitos por oro. Esto es, 
simula una representación simbólica que no transforma 
las relaciones de poder estructurales.

Afortunadamente esta simulación de reforma electoral 
constitucional no se aprobó por la falta de acuerdo entre 
el partido mayoritario y sus aliados. Pero más allá del 
resultado, surgen varios cuestionamientos de fondo que 
necesitamos comprender: ¿por qué no se reconocen los 
derechos políticos de los pueblos indígenas, si se pudie-
ron otorgar en la reforma al artículo 2º constitucional 
en 2024? ¿A qué tipo de racionalidad gubernamental se 
enfrentan los pueblos indígenas? ¿Por qué la guberna-
mentalidad indígena no confrontó esta propuesta? ¿Quién 
debería asumir el costo político y la responsabilidad de 
proponer ese tipo de sandeces al tratar de establecer 
constitucionalmente las acciones afirmativas indígenas?

Recordemos que las acciones afirmativas son medidas 
especiales de carácter temporal destinadas a acelerar la 
igualdad entre grupos que históricamente han sido discri-
minados (CERD, 2009). Su temporalidad es consustancial 
a su naturaleza. Esto es, se extinguen cuando se alcanza 

el objetivo de igualación, tal como lo ha resuelto en sus 
sentencias el TEPJF y como lo han implementado el INE 
y los OPLE. 

En el caso de Baja California (BC), una de las resoluciones 
que se tuvo y que dio origen en su momento a las accio-
nes afirmativas fue la Sentencia del Recurso de Recon-
sideración SUP-REC-28/2019, del 20 de febrero de 2019. 
Una sentencia considerada como la más importante en la 
entidad, porque ordenó a la autoridad electoral local que 
implementara acciones afirmativas indígenas hasta que 
el Congreso del Estado reconociera los derechos políticos 
indígenas. Reconocimiento que se concretó en 2023 con 
la reforma al artículo 7º constitucional de BC (Burgueño 
Duarte y Ramírez Sánchez, 2023; Ramírez Sánchez, 
Burgueño Duarte y García Barajas, 2024; Agenda Ciuda-
dana, 2021). Claro, estos avances se dieron a través de 
la vía judicial, porque la voluntad legislativa siempre es 
casi nula en estas temáticas. 

En esta sentencia la autoridad electoral definió clara-
mente las acciones afirmativas, estableciendo el objeto 
y fin de dichas medidas especiales,3 los destinatarios de 
las acciones como los pueblos indígenas que histórica-
mente han sido excluidos en los espacios de poder. Y, 
precisamente, por eso son medidas temporales que no 
suplen los derechos políticos. Por ello, reiteramos que se 
trata de un error jurídico de dimensiones mayúsculas, 
cuya gravedad no puede minimizarse ni normalizarse en 
el debate público.

En cambio, los derechos políticos son posiciones jurídicas 
subjetivas de carácter permanente, cuyo reconocimiento 
constitucional implica obligaciones de Estado como el res-
peto, protección, garantía y promoción (Ferrajoli, 2001). 
Por lo anterior, los derechos no están sujetos a alguna 
condición temporal y su titularidad no depende de que 
el Estado decida otorgarlos como política jurídica, sino 
que preexiste al propio Estado en tanto expresión de la 
dignidad humana y, en el caso de los pueblos indígenas, 
de su existencia como comunidades políticas anteriores a 
la formación del Estado nación.

Finalmente, los pueblos indígenas son titulares autóno-
mos de derechos políticos constitucionales porque son 

	 3	 La Sala Superior, en sesión pública celebrada el 30 de mayo de 2015, aprobó por unanimidad de votos la jurisprudencia que antecede y la declaró 
formalmente obligatoria (TEPJF, 2015, pp. 13-15). 
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sujetos de derecho público. Esto significa que para el 
Plan B que mencionó la Presidencia de la República ante 
la iniciativa de reforma constitucional desechada, los 
pueblos indígenas deben ser tratados con el más amplio 
reconocimiento constitucional, lo que significaría que en 
dicho Plan B se debe garantizar la igualdad sustantiva 
sin simulación alguna. Esto es, se debe reconocer en 
la Ley electoral los mecanismos para que los pueblos 
indígenas postulen directamente sus candidaturas, sin 
intermediación de los partidos políticos y en concordancia 
con el artículo 2º constitucional, salvaguardando en todo 
momento los derechos políticos indígenas de la usurpa-
ción de la que han sido víctimas estos pueblos en los 
últimos procesos electorales. 

IV. Conclusión

Lo ocurrido con la iniciativa de reforma electoral 2026 en 
materia indígena no es un episodio aislado ni un simple 
error técnico, es la expresión más reciente de una racio-
nalidad estatal que, independientemente del gobierno en 
turno, sigue administrando a los pueblos indígenas en 
lugar de reconocerlos como lo que constitucionalmente 
ya son, sujetos de derecho público.

Constitucionalizar acciones afirmativas en lugar de dere-
chos políticos no es un avance, hubiera sido una regre-
sión disfrazada de inclusión. Confunde deliberadamente 

lo temporal con lo permanente, lo compensatorio con lo 
sustantivo, y la representación simbólica con la autodeter-
minación real. Esta confusión puede ser que no fue casual, 
sino podría ser una continuidad del colonialismo interno y 
una narrativa con una nueva gramática institucional. 

No se atribuye la responsabilidad a la Presidencia, sino a 
las formas de gubernamentalidad indígena que han evi-
tado la confrontación y carecen de un compromiso efec-
tivo con los pueblos indígenas. Resulta particularmente 
problemático que, pese a su adscripción identitaria indí-
gena y a su autodefinición como antiguos asesores del 
EZLN, estos actores no hayan impulsado transformacio-
nes sustantivas. En este sentido, les corresponde asumir 
la responsabilidad y el costo político derivados de una 
configuración estatal que, mientras reconoce discursiva-
mente los derechos indígenas, los niega en el plano del 
diseño institucional.

En suma, que la reforma no haya alcanzado mayoría 
calificada no resuelve el problema, sino sólo se pospone 
y se administra la falta de reconocimiento de derechos 
políticos. La cuestión sigue estando sobre la mesa: 
¿cuándo se otorgará a los pueblos indígenas lo que en 
derecho les corresponde, no como concesión política, 
sino como obligación constitucional? Mientras esa pre-
gunta no tenga respuesta real, cualquier reforma que 
se presente como democrática seguirá estando, en el 
mejor de los casos, incompleta.




